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Introducción

En este contexto, el capítulo identifica tres hitos en la evolu-
ción del sistema de justicia y uno en el ámbito de la seguridad. 
En primer lugar, la acción de tutela, consagrada en la Constitu-
ción de 1991, democratizó el acceso a la justicia constitucional 
y empoderó al ciudadano frente al Estado de una manera sin 
precedentes. En segundo lugar, el Sistema Penal Oral Acusa-
torio (SPOA), adoptado mediante la Ley 906 de 2004, moder-
nizó el proceso penal al separar las funciones de investigar y 
juzgar, y reducir los tiempos procesales de 890 a 120 días en 
promedio (Corporación Excelencia en la Justicia [CEJ], 2012). 
En tercer lugar, la transformación digital, que ha comenzado a 
disminuir las barreras geográficas y administrativas que histó-
ricamente han limitado el acceso a la justicia. 

En materia de seguridad, en el país se ha reducido la tasa 
de homicidios de más de 80 por cada 100.000 habitantes en 
la década de los noventa a 24 en 2020 (Observatorio del Delito 
en Colombia, 2025), el nivel más bajo desde 1975. Estos avan-
ces no son menores: responden a decisiones institucionales 
costosas, sostenidas en el tiempo y, en muchos casos, políti-
camente complejas.

Los logros, sin embargo, coexisten con una deuda estruc-
tural que limita su alcance. Por una parte, la congestión judi-
cial sigue siendo el principal cuello de botella del sistema: para 
2025, de cada 100 procesos que ingresaron, solo se evacuaron 
82 (Consejo Superior de la Judicatura [CSDJ], 2025a), y Co-
lombia ocupa el quinto lugar en América Latina en términos 
de congestión judicial, con un puntaje de 2,04 que el Centro 
de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA, 2025) clasifica 
como “congestión crítica”. Ahora bien, cuando la justicia no es 
oportuna, la confianza se erosiona: de acuerdo con la encuesta 
de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
micos (OCDE) sobre determinantes de la confianza de 2024, 
solo el 33 % de los colombianos reporta niveles altos o mode-
radamente altos de confianza en el sistema judicial, uno de los 
más bajos entre los países evaluados. 

En el otro frente, el de seguridad, aun a pesar de la reduc-
ción de la violencia letal, no existe una mejora equivalente en 
la seguridad cotidiana: Colombia se ubica en el puesto 140 de 
163 países en el índice global de paz, y el costo económico de 
la violencia equivale al 19,6 % del producto interno bruto (PIB) 
(IEP, 2025). 

El sistema de justicia tiene como propósito fundamental ga-
rantizar la protección efectiva de los derechos de todos los 
ciudadanos. En Colombia, la Constitución Política de 1991 re-
definió al país como un Estado social de derecho, situando a la 
persona en el centro del ordenamiento jurídico. Con este man-
dato, la Rama Judicial asumió la responsabilidad de materiali-
zar, a través de decisiones concretas, la promesa de igualdad, 
garantía y acceso a la justicia que la nueva Carta Magna exten-
dió a cada colombiano. Tres décadas después, esta promesa 
se mantiene vigente, pero su cumplimiento efectivo continúa 
siendo una deuda del Estado.

El contexto en el que opera el sistema de justicia colom-
biano es estructuralmente complejo y exige adaptaciones para 
responder a las necesidades jurídicas de los ciudadanos. Esta 
complejidad se explica, en parte, por condiciones socioeconó-
micas y sociales que inciden de manera directa en la genera-
ción de conflictos, en las formas de resolución de estos y en el 
acceso efectivo a la justicia. 

Colombia se encuentra entre los países más desiguales de 
América Latina, con un coeficiente de Gini promedio de 0,54 a 
nivel nacional entre 2012 y 2024 (Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística [DANE], 2025b), lo que evidencia una alta 
concentración del ingreso en los deciles superiores y persisten-
tes brechas distributivas. A lo anterior se suman bajos niveles de 
capital social, pues, según el Latinobarómetro 2024 de la Corpo-
ración Latinobarómetro (2025), solo el 15 % de los colombianos 
considera que se puede confiar en la mayoría de las personas, 
mientras que el 23 % manifiesta confianza en el poder judicial, 
por debajo del promedio regional (28 %). Adicionalmente, la es-
tructura productiva presenta elevados niveles de informalidad, 
con un 55,4  % de los trabajadores en esta condición (DANE, 
2025a), y el país registra también altos niveles de violencia, refle-
jados en su posición en el índice global de paz 2025 (puesto 140 de 
163 países) (Institute for Economics & Peace [IEP], 2025). 

Este capítulo se enmarca en una edición del Informe Nacio-
nal de Competitividad que analiza la evolución histórica de los 
determinantes de largo plazo que inciden en la productividad 
del país. En el caso de justicia y seguridad, se desarrolla una 
lectura de largo plazo centrada en las capacidades institucio-
nales para atender las necesidades jurídicas de la ciudadanía y 
garantizar una presencia efectiva en el territorio.

1
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A veinte años de la primera edición del Informe Nacional de 
Competitividad, el balance en materia de justicia y seguridad 
muestra que el país ha sido capaz de construir instituciones 
transformadoras, pero aún enfrenta el desafío de asegurar su 
funcionamiento consistente y su cobertura efectiva. La brecha 
entre el potencial institucional y los resultados que percibe la 
mayoría de los ciudadanos constituye el punto de partida de la 
hoja de ruta estratégica 2026-2030 que cierra el capítulo. 

Las recomendaciones no buscan reformas integrales 
simultáneas, sino priorizar intervenciones de alto impacto 

que un nuevo Gobierno puede implementar en un horizon-
te de cuatro años: delegar tareas administrativas en herra-
mientas de inteligencia artificial (IA) para liberar capacidad 
judicial hacia funciones jurisdiccionales, implementar tri-
bunales de flagrancia para descongestionar la justicia pe-
nal, transformar los modelos de reclusión de alta seguridad 
y adoptar una ley integral contra el crimen organizado. El 
diagnóstico es exigente, pero las soluciones están identifi-
cadas; el principal desafío radica en la voluntad institucional 
para llevarlas a cabo.
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Grandes éxitos del sistema de justicia 
y seguridad en Colombia

de más de veinte veces en tres décadas (CEJ, 2025a). Su uso 
ha sido igualmente diverso: Carrera (2011) documenta que el re-
curso ha sido empleado para atender situaciones de personas 
privadas de la libertad, peticiones de pensión, derechos de los 
trabajadores, quejas de estudiantes, libertad de información, 
desplazamiento forzado y salud, entre muchos otros, lo que re-
fleja su capacidad de adaptarse a las necesidades más urgen-
tes de distintos sectores de la población.

No obstante, la acción de tutela ha operado como un ter-
mómetro de las fallas estructurales del Estado colombiano. 
El derecho a la salud ha sido históricamente el más invocado: 
en 2016 la Defensoría del Pueblo (2016) registraba que cada 3,5 
minutos se interponía una tutela por fallas de acceso a la sa-
lud. Lejos de mejorar, este panorama se ha agravado: en 2025 
se registraron 2,08 tutelas en ese mismo intervalo de tiempo 
(CSDJ, 2025a). 

Treinta años después de su creación, la acción de tutela 
constituye uno de los mayores logros de la Constitución de 1991 
al haber puesto la justicia al alcance del ciudadano. Prueba de 
ello es que, para 2025, se alcanzó la cifra más alta registrada 
en el país, con 923.397 acciones interpuestas. Su uso masivo 
representa un mecanismo exitoso para la defensa de los de-
rechos fundamentales y al mismo tiempo una falla estructural 
del Estado colombiano en la provisión de estos derechos: un 
Estado que funciona adecuadamente no requiere que sus ciu-
dadanos acudan a un juez para garantizar sus derechos funda-
mentales. El desafío radica, entonces, en construir las condi-
ciones institucionales que hagan innecesario recurrir a este 
instrumento con tanta frecuencia.

Éxito 1: la acción de tutela

Durante más de cien años, la Constitución de 1886 rigió a Co-
lombia bajo el modelo de un Estado de derecho, en el que la 
norma primaba sobre el bienestar. Este ordenamiento se ca-
racterizó por una aplicación rígida y formalista del derecho que, 
en su materialización práctica, derivó en procedimientos exce-
sivamente complejos y costosos. Además, se carecía de meca-
nismos constitucionales vinculantes que obligaran al Estado a 
hacer efectivos los derechos de los ciudadanos. 

Más que el principio en sí mismo, fue este énfasis en el for-
malismo procesal lo que generó barreras estructurales para 
el acceso a la justicia al excluir de manera sistemática a los 
sectores más vulnerables de la población. Como documentan 
Djankov et al. (2002), el formalismo procesal excesivo no solo 
ralentiza la resolución de disputas, sino que genera una dis-
tribución inequitativa del acceso a la justicia que reproduce y 
profundiza las desigualdades socioeconómicas preexistentes.

La Constitución de 1991 transformó esta realidad al definir 
a Colombia como un Estado social de derecho y reconfigurar la 
jerarquía del ordenamiento jurídico, otorgando primacía a los 
principios constitucionales y situando a la persona en el centro 
del sistema. De ese principio fundacional nació la acción de tu-
tela, consagrada en el artículo 86, que permite a cualquier ciu-
dadano, sin distinción de edad, origen o nivel socioeconómico, 
y sin necesidad de representación legal, solicitar la protección 
inmediata de sus derechos fundamentales ante cualquier juez 
del país, quien debe fallar en un plazo máximo de diez días.

La apropiación ciudadana del mecanismo fue rápida y sos-
tenida. En 1996, 83 de cada 100.000 personas interpusieron 
una acción de tutela en Colombia, y para 2025 esa cifra alcanzó 
1.740 por cada 100.000 habitantes (Gráfica 1), un crecimiento 

2
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Gráfica 1. Tutelas radicadas anualmente en Colombia por cada 100.000 habitantes, 1996-2025

Fuente: CEJ (2025a).

Éxito 2: transformación digital del sistema judicial colombiano

la gestión digital de procesos y el uso de IA como herramienta 
de apoyo a la labor judicial.

El punto de partida normativo fue la Ley Estatutaria de Ad-
ministración de Justicia (Ley 270 de 1996), que introdujo por 
primera vez las bases para la modernización administrativa 
de la Rama Judicial y la incorporación de herramientas tec-
nológicas en la gestión judicial. Sin embargo, durante los años 
siguientes, la implementación fue lenta y fragmentada: entre 
2002 y 2006 se promovieron iniciativas como la consulta de 
procesos en línea y el uso incipiente de medios electrónicos en 

La modernización tecnológica de la Rama Judicial colombia-
na no fue un evento aislado, sino el resultado de un proceso 
acumulativo de casi tres décadas, impulsado por reformas 
normativas, crisis institucionales y, finalmente, por la irrup-
ción de la pandemia, que la aceleró. Así, Colombia transitó 
de un sistema judicial completamente analógico, en el que 
los expedientes se acumulaban de manera física en los des-
pachos y el acceso a la justicia dependía de la presencia del 
ciudadano, hacia un ecosistema, aún en construcción, que 
incorpora el expediente electrónico, las audiencias virtuales, 

19
96

19
97

19
98

19
99

20
00

20
01

20
02

20
03

20
04

20
05

20
06

20
07

20
08

20
09

20
10

20
11

20
12

20
13

20
14

20
15

20
16

20
17

20
18

20
19

20
20

20
21

20
22

20
23

20
25

20
24

2.000

1.800

1.600

1.400

1.200

1.000

800

600

400

200

-

 8
6 

 17
2 

 2
9 

 2
24

 

 3
39

 

 3
33

 

 3
58

 

 3
67

 

 5
39

 

 4
81

 

 6
08

  6
66

 

 8
02

  8
50

  9
15

 

 9
10  9

43
 

 1.
00

3  1.
08

6 

 1.
32

7 

 1.
32

1 

 1.
28

0 

 1.
25

9 

 1.
25

8

 5
81

 

 9
05

 

 1.
22

8 

 1.
42

4 

 1.
73

2 

 1.
74

0 



CONDICIONES HABILITANTES 
JUSTICIA Y SEGURIDAD

48

COLOMBIA COMPITE 
INFORME NACIONAL DE COMPETITIVIDAD 2026-2027

1.	 Fue reconocido como “Mejor práctica judicial en materia de justicia” en la novena edición de los Premios Excelencia en la Justicia, organizados por la CEJ, en di-

ciembre de 2020.

actuaciones judiciales, pero sin una arquitectura institucional 
que las sostuviera; el sistema siguió siendo predominante-
mente escrito y presencial. 

El punto de inflexión llegó con la pandemia del COVID-19, 
que impulsó el Decreto 806 de 2020 habilitando el uso gene-
ralizado de medios electrónicos para garantizar la continuidad 
del servicio judicial en un contexto de emergencia que hacía 
imposible la presencialidad. Lo que comenzó como una medida 
de contingencia demostró ser una reforma de fondo: según la 
magistrada Diana Remolina, presidenta del CSDJ, solo durante 
la emergencia sanitaria se realizaron aproximadamente 92.000 
audiencias virtuales y cerca de 200.000 reuniones virtuales 
(Asuntos Legales, 2020).

A partir de ese momento, la Rama Judicial construyó una 
arquitectura institucional para sostener la transformación 
digital de manera permanente. El CONPES 4024 habilitó un 
crédito público con el Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID) de hasta USD 100 millones que permitió realizar un diag-
nóstico integral de los problemas tecnológicos del sistema. 
Con base en ese ejercicio, el CSDJ formuló el Plan Estratégico 
de Transformación Digital (PETD) 2021-2025, que estableció 
ocho estrategias para la transformación digital de la gestión 
judicial. Posteriormente, el Plan Sectorial de Desarrollo 2023-
2026, “Hacia una justicia confiable, digital e incluyente”, creó la 
Unidad de Transformación Digital e Informática con el mandato 
de desarrollar la arquitectura digital, la gestión tecnológica de 
datos y los productos digitales del sistema. 

El hito más significativo de esta transformación es SAMAI1, 
desarrollado en el año 2020 por el Consejo de Estado con el 
propósito de crear una sede electrónica que acercara la justi-
cia al ciudadano. El sistema permite radicar e iniciar procesos 
de manera virtual, firmar electrónicamente providencias, vali-
dar documentos, producir notificaciones electrónicas, y crear, 
consultar y controlar el expediente judicial electrónico desde 
su inicio hasta su terminación, además de generar estadísticas 
del despacho y conectar con otros sistemas internos y exter-
nos de la corporación. 

Su alcance se ha expandido progresivamente: a enero de 
2024, todos los despachos judiciales de la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo quedaron obligados a usar SA-

MAI, con el mandato de que el registro, la gestión y el control 
de los expedientes judiciales, desde su inicio hasta su archi-
vo, se realizara exclusivamente a través de esta plataforma. 
De manera paralela, el Sistema Integrado Único de Gestión 
Judicial (SIUGJ) se ha implementado en 123 despachos de la 
especialidad laboral en los distritos judiciales de Pereira, Ar-
menia, Manizales, Sincelejo, Villavicencio, Bogotá y Medellín.

La digitalización de la Rama Judicial ha abierto paso a la 
incorporación de IA como herramienta de apoyo a los jueces. 
Cepeda-Espinosa y Otálora-Lozano (2020) plantearon una hoja 
de ruta para la modernización de la justicia basada en la auto-
matización de tareas específicas en tres ejes: gestión del cono-
cimiento jurídico, gestión de información para políticas públicas 
y gestión del proceso judicial. De este modo, los jueces deberían 
concentrarse en los aspectos de mayor complejidad, sin susti-
tuir su criterio ni su autonomía. 

Actualmente, se están desarrollando pilotos para dicha in-
tegración de IA. El Consejo de Estado, en colaboración con la 
Universidad del Rosario y el laboratorio IALAB de la Universi-
dad de Buenos Aires, pudieron completar modelos de senten-
cia en un promedio de 7 a 8 minutos (Sierra, 2024). Asimismo, 
el uso de cerca de 300 sistemas de decisión automatizada en 
el sector público, incluidos algunos en la justicia, junto con evi-
dencia proveniente de encuestas a más de 5.000 servidores ju-
diciales, muestra una adopción creciente de estas herramien-
tas, aunque su gobernanza aún se encuentra en proceso de 
consolidación (Gutiérrez y Peralta, 2025; Gutiérrez et al., 2023).

En Colombia, los sistemas de gestión judicial como SAMAI, 
TYBA, Siglo XXI y SPOA no son interoperables entre sí, lo que 
obliga a los servidores a cargar la misma información múltiples 
veces en plataformas con lógicas distintas. De tal forma se ge-
neran ineficiencias que la tecnología debería resolver, no pro-
fundizar (Flórez y Gutiérrez, 2024). Alcanzar ese nivel requiere 
invertir más presupuesto de la Rama Judicial en la digitalización. 

En 2025, el 12,5 % del presupuesto de la Rama Judicial fue 
asignado a inversión, mientras que el 87,5 % restante se desti-
nó a funcionamiento y operatividad (CSDJ, 2025a). Si bien esta 
participación aumentó en 9,1 puntos porcentuales (pp) desde 
2000, solo el 31 % de la inversión se canalizó hacia la transfor-
mación digital (Gráfica 2).
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Gráfica 2. Participación de la inversión, el funcionamiento y el servicio de la deuda en el presupuesto de la Rama Judicial. Colombia, 
2000-2025

Éxito 3: Sistema Penal Oral Acusatorio

Antes del año 2000, el proceso penal operaba bajo un modelo de 
tendencia inquisitiva en el que las funciones de investigar, acu-
sar y juzgar se concentraban en la Fiscalía General de la Nación 
(FGN). Esta acumulación de funciones podía generar incentivos 
equivocados ya que el ente acusador era juez y parte al mismo 
tiempo, lo que comprometía la imparcialidad del proceso y ele-
vaba los costos de transacción de acceder a una decisión judi-
cial legítima. El sistema era lento, de acuerdo con la FGN (2004), 
pues la acumulación de casos y el manejo de expedientes físicos 
generaban retrasos en las diligencias y demoras prolongadas en 
el avance de los procesos.

Posteriormente, el Acto Legislativo 03 de 2002 y su desarro-
llo en la Ley 906 de 2004 transformaron radicalmente el sistema. 
La reforma introdujo la separación radical entre quien inves-
tiga y acusa (la Fiscalía) y quien juzga (un juez independiente 
e imparcial), consagrando el juicio oral, público, concentrado y 
contradictorio. Con este cambio se buscó garantizar la trans-
parencia, la inmediación del juez con la prueba, la celeridad del 
proceso y el equilibrio entre las partes, conforme a estándares 
del debido proceso reconocidos en la doctrina y la legislación 
procesal penal (Corte Constitucional, Sentencia C-591/05). Esta 
arquitectura institucional, implementada de forma gradual entre 
2005 y 2008, redujo los tiempos procesales, que pasaron de 890 

días bajo la Ley 600 a aproximadamente 120 días bajo el nuevo 
sistema, y los costos unitarios de los procesos cayeron de cerca 
de un millón de pesos a menos de quinientos mil (CEJ, 2012).

Tras veinte años de recorrido, el diseño del sistema ha 
demostrado ser sólido; las fallas, en cambio, son de imple-
mentación. Según el informe del SPOA 2025 de la CEJ, para 
el año 2024, el 93,2  % de las noticias criminales activas per-
manecían estancadas en la fase de indagación, sin avanzar a 
etapas posteriores. A su vez, solo el 0,05 % de los casos se re-
solvió mediante mecanismos de terminación anticipada (como 
preacuerdos o allanamientos), cuando en sistemas acusatorios 
maduros ese porcentaje supera el 90 % (CEJ, 2025b). 

Bayona et al. (2017) identificaron que las reformas norma-
tivas fragmentadas adoptadas tras 2004 erosionaron progre-
sivamente los incentivos originales del sistema, alejándolo de 
su lógica acusatoria hacia prácticas propias del modelo inqui-
sitivo que se pretendía superar. La CEJ (2012), entretanto, con-
cluyó que el problema no radica en el diseño de la Ley 906, sino 
en la falta de voluntad presupuestal e institucional para hacerlo 
funcionar como fue concebido. El sistema penal oral fue —y 
sigue siendo— la reforma estructural correcta para la justicia 
penal colombiana; lo que está en deuda es la capacidad del 
Estado para sostenerla.
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Éxito 4: reducción en los niveles de violencia en Colombia

Durante décadas Colombia atravesó periodos de violencia intensos 
que afectaron los niveles de desarrollo económico y social del país. 
Las tasas de homicidio superaron los 80 casos por cada 100.000 
habitantes a comienzos de los años noventa (Banco Mundial, 2025), 
impulsadas por la convergencia del conflicto armado interno, la ex-
pansión de los carteles del narcotráfico y la proliferación de grupos 
paramilitares, en un contexto donde el Estado no podía ni tenía la 
capacidad de ejercer control efectivo sobre el territorio. Los gru-
pos armados construyeron redes de influencia sobre la población, 
establecieron regulaciones propias en áreas como la movilidad, el 
comercio y la resolución de conflictos, y desplazaron la autoridad 
estatal, generando órdenes locales paralelos que normalizaron la 
violencia como mecanismo de gobierno (Pécaut, 1997).

Esta dinámica generó pérdidas en crecimiento económico y 
productividad, al tiempo que presionó el gasto público hacia la 
contención de la violencia, desviando recursos que habrían podi-
do destinarse a áreas que generaran crecimiento económico de 
largo plazo. Las discusiones giraron obsesivamente alrededor 
de estos temas y se conformó una cultura que evitó adoptar pla-
nes agresivos e innovadores para empujar el desarrollo cuando 
se creara espacio fiscal. 

El conflicto armado y las actividades ilegales representa-
ron pérdidas cercanas al 15 % del PIB, lo que implicó una pre-
sión sostenida sobre las finanzas públicas y una reasignación 
del gasto hacia defensa y seguridad, que para 2004 alcanzaba 
el 4,5 % del PIB (IEP, 2025). La violencia afectó la productividad 

total de los factores (PTF), mediante la destrucción de infraes-
tructura, la pérdida de capital humano asociado a homicidios y 
desplazamiento forzado, y la desviación de recursos hacia es-
quemas de seguridad privada (Cadena, 2005). En ausencia de 
estos niveles de violencia, el país hubiese crecido más de 2,5 
pp adicionales por año (Riascos y Vargas, 2011).

Colombia alcanzó su pico de violencia en 1991, con 85,9 
homicidios por cada 100.000 habitantes, de acuerdo con da-
tos del Banco Mundial (2025). A partir de ese punto se observa 
una tendencia descendente, interrumpida por un repunte entre 
1998 y 2002, cuando la tasa volvió a superar los 70 homicidios 
por cada 100.000 habitantes en un contexto de intensifica-
ción del conflicto entre las Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-EP), las Autodefensas 
Unidas de Colombia (AUC) y las fuerzas del Estado (Gráfica 3). 

Dos factores explican de manera principal la reducción de 
violencia. El primero es la implementación de la Política de Se-
guridad Democrática a partir de 2002, que contribuyó al aumen-
to en el gasto en defensa y seguridad hasta alcanzar el 4,5 % del 
PIB en 2004 (en 1990, dicha proporción era del 2,1 %), y permitió 
que la tasa de homicidios cayera de 70,4 a 48,6 por cada 100.000 
habitantes en solo tres años (Cadena, 2005). El segundo es la fir-
ma del Acuerdo de Paz con las FARC-EP en 2016, que contribuyó 
a acelerar parcialmente el descenso de la problemática. Como 
resultado de estos procesos, para 2023 la tasa se ubicó en 24,9 
homicidios por cada 100.000 habitantes (Banco Mundial, 2025).

Gráfica 3. Homicidios por cada 100.000 habitantes. Colombia, 1990-2023

Fuente: Banco Mundial (2025). Elaboración: Consejo Privado de Competitividad (CPC).
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La reducción de la violencia ha sido parcial en la medida en 
que la desmovilización de las FARC-EP no implicó el cierre del 
conflicto armado, sino su reconfiguración en un escenario 
más fragmentado y de otra naturaleza. De acuerdo con Armed 
Conflict Location & Event Data (ACLED, 2024), sectores que re-
chazaron el acuerdo se reorganizaron en estructuras como el 
Estado Mayor Central (EMC), mientras el vacío territorial dejado 
por esa guerrilla fue ocupado por el Ejército de Liberación Na-
cional (ELN) y el Clan del Golfo, que ampliaron su presencia en 
corredores estratégicos asociados al narcotráfico y la minería 
ilegal, desde las costas hasta la frontera con Venezuela. 

Lejos de disminuir, las capacidades de los grupos armados 
se han expandido: para 2025 superaban los 27.000 integrantes 
entre combatientes y redes de apoyo, lo que representa un au-
mento del 23,5 % frente al año anterior, equivalente a cerca de 

5.000 nuevos reclutas en doce meses (Fundación Ideas para la 
Paz [FIP], 2026). Este fortalecimiento se ha traducido en una 
mayor disputa por el control territorial. Mientras en 2022 se 
identificaban siete zonas en pugna entre grupos armados, a 
comienzos de 2026 la cifra ascendía a 13, el nivel más alto de la 
última década (Mapa 1). 

La intensificación de las disputas ha tenido efectos directos 
sobre las comunidades: los enfrentamientos entre grupos 
crecieron un 34  % frente a 2024, impulsados por la ruptura 
de equilibrios locales que antes permitían cierta coexistencia 
armada (FIP, 2026). Casos como el Catatumbo, donde el ELN y 
el Frente 33 mantienen más de un año de confrontación abierta, 
o el Vichada, donde el ELN disputa a la Segunda Marquetalia 
el control de rutas y economías ilegales, ilustran la transición 
hacia un conflicto más atomizado y competitivo.

Mapa 1. Dominio, disputa y coexistencia de los grupos armados en Colombia, 2025 

Fuente: FIP (2026). 
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La gran deuda en justicia 

tión judicial en las Américas, Colombia ocupa la quinta posición 
en el ranking regional y presenta una de las tasas de conges-
tión2 más altas, con un índice de 2,04, superado por países 
como Ecuador (1,50), Costa Rica (1,41) y Panamá (1,39) (CEJA, 
2025). Esta congestión se convierte en una barrera directa al 
ejercicio del derecho fundamental de acceso a la justicia, en-
tendido como el derecho de todas las personas a obtener una 
respuesta satisfactoria a sus necesidades jurídicas (Ospina, 
2022; Torres, 2002). Además, está demostrado que aumentar 
el acceso a la justicia en 1 % incrementa el crecimiento del PIB 
per cápita en 0,86 pp (Bosio, 2023). 

La jurisdicción ordinaria históricamente ha concentra-
do un índice de evacuación parcial que oscila entre 70-80  %. 
Este comportamiento, de acuerdo con Mejía y González (2020), 
responde a que “los jueces se ven comprometidos por una car-
ga de procesos excesiva de los despachos, o por nulidad, que 
afecta la integridad del proceso”. Para 2025, este indicador fue 
de 77,8 % (CSDJ, 2025a), un porcentaje que representa una me-
jora de 4 pp con respecto al año pasado. 

En la jurisdicción ordinaria se concentran los procesos de 
familia, civil, laboral y penal, lo que la convierte en la de mayor 
volumen de litigiosidad y, al mismo tiempo, en la más utilizada 
por la ciudadanía. Por esta razón, es también la que enfrenta 
los niveles más altos de congestión judicial, situación que ha 
incidido directamente en la erosión de la confianza de los ciu-
dadanos en el sistema de justicia. 

El sistema de justicia en Colombia ha operado de facto como el 
mecanismo de contención de las fallas institucionales y de di-
seño económico de muchas de las promesas que hizo la Cons-
titución de 1991. En esa medida, y dadas sus propias limitantes, 
no ha podido mejorar sus niveles de congestión judicial. A 
pesar de los avances alcanzados en las últimas dos décadas, 
sobre todo en la adopción tecnológica, este problema persiste 
como el principal obstáculo para garantizar un acceso efectivo 
a la justicia, lo que compromete la credibilidad del sistema, de-
teriora las instituciones, obstaculiza la actividad económica y 
erosiona la confianza ciudadana en el Estado. 

Acemoglu et al. (2005) demostraron que la calidad de las 
instituciones judiciales es la causa fundamental de las di-
ferencias en desarrollo económico entre países. Asimismo, 
Kapopoulos y Rizos (2024) evidenciaron que la acumulación de 
casos sin resolver deteriora la confianza empresarial, inhibe la 
inversión y reduce el crecimiento económico. 

Para el año 2025, el índice de evacuación parcial, que mide 
la eficiencia del sistema para despachar los procesos judicia-
les dadas sus capacidades, se situó en 84,3 %, es decir, de cada 
100 procesos que ingresaron al sistema, se evacuaron 84. En 
contraste, en 2013, el sistema lograba evacuar la totalidad de 
los procesos que ingresaban (Gráfica 4), lo que evidencia que, 
en más de una década, la capacidad de resolución de conflictos 
ha sido limitada (CSDJ, 2025a). 

Comparando la gestión del sistema con otros países de 
América Latina y el Caribe, de acuerdo con el índice de conges-

2.	 El CEJA define la tasa de congestión judicial (TC) como “el indicador que mide el nivel de acumulación de trabajo de los órganos jurisdiccionales en un período de-

terminado”, y define cuatro rangos: 

TC = 1 indica que el sistema ha resuelto el 100 % de su carga anual, sin generar acumulación: esta situación se clasifica como “sin congestión”. 

1,01 < TC < 1,5 refleja una “congestión aceptable” ya que, si bien existe rezago, este se mantiene dentro de un umbral manejable. 

1,51 < TC < 2,0 refleja una “congestión en riesgo”, caracterizada por un aumento preocupante en el volumen de causas pendientes. 

TC > 2,0 se interpreta como un escenario de “congestión crítica”, en el cual el sistema resuelve menos de la mitad de su carga, comprometiendo seriamente su capaci-

dad operativa para gestionar su carga de trabajo, con impacto en el acceso efectivo a la justicia.

3
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Gráfica 4. Gestión judicial (índice de evacuación parcial). Colombia, 1996-2025

Fuente: CSDJ (2025a).
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La gran deuda en seguridad

dios por cada 100.000 habitantes a inicios de los años noventa, 
para 2023 esta proporción (25) se mantiene por encima de los 
promedios observados en países de la OCDE (3,4) y de América 
Latina y el Caribe (22). Persiste además una incapacidad de que 
la ciudadanía se perciba segura para lograr niveles razonables 
de bienestar y de productividad. 

Como ya se mencionó, Colombia ha registrado una disminución 
significativa y sostenida en las tasas de homicidio desde los ni-
veles críticos de la década de 1990. Sin embargo, el país es un 
territorio violento y todos sus índices en la materia se mantie-
nen por encima de países de referencia del mundo y la región 
(Gráfica 5). Así, a pesar de que hubo una caída de 80 homici-

Gráfica 5. Homicidios por cada 100.000 habitantes. Colombia y mundo, 1990-2023

Colombia sigue enfrentando una de las tasas de homicidios 
más elevadas del continente, pese a avances en otras dimen-
siones de seguridad. La reducción de los homicidios no nece-
sariamente se traduce en mejoras equivalentes en la seguridad 
de la población civil, ya que los grupos armados han adoptado 
estrategias de control social y territorial como confinamientos, 
restricciones a la movilidad, reclutamiento forzado y otras for-
mas de coerción. De este modo, se configuran escenarios en 

los que la disminución de las muertes violentas coexiste con 
una mayor presencia cotidiana de la violencia, lo que exige res-
puestas estatales más articuladas, con enfoque territorial y 
basadas en evidencia (Fernández, 2012).

Colombia ocupa el puesto 140 entre 163 países en el índi-
ce global de paz, consolidándose por quinto año consecutivo 
como el Estado menos pacífico de América Latina y el Caribe. 
A pesar de una mejora marginal del 0,55  % en su puntaje, el 

Fuente: Banco Mundial (2025). Elaboración CPC.
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país permanece clasificado entre las naciones con conflictos 
de alta intensidad debido a factores como la persistencia de 
actores armados, las altas tasas de homicidio y la magnitud del 
desplazamiento interno. Esta situación, a su vez, afecta expo-
nencialmente la actividad económica, ubicando al territorio 
colombiano como el séptimo con el costo de la violencia más 
grande (19,6 % del PIB).

Las muertes por conflicto interno aumentaron más del doble 
entre 2023 y 2024, pasando de 434 a 933, lo que constituye un 

indicador crítico del empeoramiento de las dinámicas armadas 
y criminales en varias regiones del país (IEP, 2025). Este repun-
te coincide con el fortalecimiento de estructuras criminales, 
la disputa por corredores estratégicos de economías ilegales 
y la intensificación de enfrentamientos entre grupos armados 
(Observatorio del Delito en Colombia, 2025). Tales condiciones 
explican por qué, a pesar de que existe mayor militarización o 
gobernanza, la clasificación internacional de Colombia conti-
núa ubicándola entre los entornos menos pacíficos.
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Hoja de ruta estratégica 2026-2030

Delegar las tareas administrativas a la IA para 
enfocarse en el proceso judicial

trativa del sistema judicial, mientras los jueces concentran su 
labor en el proceso judicial y en la toma de decisiones jurisdic-
cionales. Esto implica utilizar herramientas tecnológicas para 
automatizar o asistir tareas como la gestión y organización de 
expedientes, la clasificación documental, la búsqueda de pre-
cedentes y la sistematización de información procesal, activi-
dades que actualmente consumen una parte significativa del 
tiempo de los despachos. 

Bajo este enfoque, la IA puede actuar como un instrumento 
de apoyo operativo que optimice el manejo de grandes volú-
menes de información y mejore la gestión de los procesos, sin 
sustituir el juicio humano. De esta manera, los jueces pueden 
dedicar mayor atención al análisis jurídico, la valoración de las 
pruebas y la deliberación sobre los casos, preservando así la 
independencia judicial y la calidad de las decisiones. 

Ante la discusión sobre modernización, transformación digital 
y uso de IA el problema de la congestión se ha puesto en el cen-
tro del debate. En particular, la necesidad de optimizar el tiem-
po del recurso más escaso: el criterio del juez. Las tecnologías 
emergentes pueden apoyar labores de gestión, clasificación 
documental y optimización de carga para que su incorporación 
sea responsable y no comprometa la independencia judicial ni 
la calidad de las decisiones. En la práctica, esto también exige 
intervenciones de política pública que ataquen cuellos de bo-
tella específicos como sugieren diagnósticos recientes sobre 
desempeño, tiempos y productividad jurisdiccional en Colom-
bia (López et al., 2023).

En este sentido, el CPC recomienda que, como parte de la 
estrategia de modernización de la justicia, se avance en un es-
quema en el que la IA asuma principalmente la carga adminis-

Implementar programas como Tribunales de Flagrancia 
para descongestionar rápidamente la justicia 

Durante las últimas dos décadas Costa Rica ha implementado 
innovaciones procesales, reformas legales, modelos de ges-
tión y herramientas tecnológicas que, combinadas, han permi-
tido mejorar la eficiencia en el sistema de justicia. Estas accio-
nes pueden ser un punto de partida para una hoja de ruta con el 
objetivo de orientar transformaciones institucionales. 

Un ejemplo de estas iniciativas es la creación de los Tribu-
nales de Flagrancia (2008-2009), diseñados para resolver con 
celeridad los casos en los que la persona imputada es detenida 
in fraganti. Al permitir la adopción de decisiones en cuestión de 
horas o pocos días, esta medida contribuyó de manera inmedia-
ta a descongestionar la jurisdicción penal ordinaria y a liberar 
capacidad operativa en los despachos judiciales. Este tipo de 
intervenciones tempranas constituyen un componente esencial 
en cualquier hoja de ruta que busque reducir cargas estructura-
les y redistribuir eficientemente los recursos judiciales.

Adicionalmente, el país centroamericano fortaleció su ges-
tión judicial interna, implementando modelos orientados al 

control del rezago y al seguimiento sistemático de la carga pro-
cesal. Entre sus avances más relevantes se encuentra la crea-
ción de una plataforma de monitoreo en tiempo real que permi-
te identificar cuellos de botella y activar correctivos basados 
en datos (CEJA, 2025). Además, se adoptaron compromisos de 
gobierno abierto para mejorar la transparencia, la trazabilidad 
y el control ciudadano sobre la gestión judicial. 

En este sentido, el CPC recomienda revisar e identificar 
buenas prácticas implementadas en países con condiciones 
económicas comparables, como Costa Rica, con el propósito 
de evaluar su posible adaptación e implementación. En parti-
cular, de cara a la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo 
2026-2030, se sugiere considerar la implementación de tri-
bunales de flagrancia dentro del sistema de justicia. Este me-
canismo podría contribuir a reducir la impunidad, agilizar la 
respuesta judicial y disminuir los niveles de congestión en los 
despachos judiciales.
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Transformación de los modelos de reclusión3

tenciarios de países con desafíos de seguridad similares, con 
el fin de identificar modelos que puedan adaptarse de forma 
realista al contexto nacional. En particular, se sugiere priorizar 
la transformación del modelo de reclusión de alta seguridad, 
avanzando hacia prisiones orientadas a la “incapacitación ple-
na” de criminales violentos. 

De cara a la formulación del Plan Nacional de Desarrollo 2026-
2030, se recomienda considerar una reforma penitenciaria que 
incorpore la construcción y la adecuación de establecimientos 
de alta seguridad con tecnologías de inhibición de señales. Es-
tos deben contar con protocolos de aislamiento diferenciados y 
sistemas de monitoreo en tiempo real de actividades internas. 

Finalmente, es preciso desarrollar controles estrictos de 
integridad institucional para prevenir fugas de información y 
corrupción. La implementación de estas medidas es un pilar 
en la contribución de la reducción de la incidencia del crimen 
organizado desde las cárceles, la mejora de la capacidad ope-
rativa del Estado frente a organizaciones violentas y el fortale-
cimiento de la percepción de seguridad en el territorio.

En países donde la infiltración criminal4 en los sistemas pe-
nitenciarios generaba graves riesgos de seguridad pública, la 
respuesta institucional se centró en modernizar infraestructu-
ra, aplicar regímenes de aislamiento estricto para cabecillas y 
desplegar tecnologías de control/bloqueo de comunicaciones 
para cortar la coordinación ilícita desde prisión. Estas líneas 
de acción son coherentes con la evidencia comparada que do-
cumenta la operación de redes criminales intramuros y reco-
mienda reforzar seguridad física y tecnológica (Penal Reform 
International y Thailand Institute of Justice, 2026). La eviden-
cia sugiere que las intervenciones tempranas (infraestructura 
de alta seguridad, aislamiento de líderes, control/bloqueo de 
comunicaciones y controles anticorrupción) son esenciales 
para impedir que los establecimientos penitenciarios funcio-
nen como centros operativos de estructuras criminales y, si-
multáneamente, liberan capacidad institucional para investi-
gación penal, seguridad ciudadana y control territorial.

En este sentido, el CPC recomienda que Colombia revise 
y analice buenas prácticas implementadas en sistemas peni-

3.	 Las recomendaciones de justicia se enmarcan en el proyecto 2026-2030 y son propuestas por el Centro de Recursos para el Análisis de Conflictos (CERAC).

4.	 Es el proceso mediante el cual organizaciones delictivas o actores ilegales logran ingresar, influir o integrarse en instituciones, empresas o estructuras del Estado, 

con el fin de obtener beneficios, manipular decisiones o facilitar actividades ilícitas sin ser detectados.

5.	 Conocido como gestión de procesos, es un enfoque sistemático que coordina actividades, recursos y personas para transformar entradas (insumos) en salidas (pro-

ductos/servicios) de alto valor.

Ley integral contra el crimen organizado

En países que enfrentan redes criminales complejas, la res-
puesta normativa más eficaz ha sido adoptar marcos integra-
les contra el crimen organizado que permitan atacar simultá-
neamente la estructura, la economía y las alianzas de soporte 
de las organizaciones delincuenciales. Otros países muestran 
cómo la responsabilidad de personas jurídicas y los procesos 
agregados contra estas estructuras fortalecen la persecución 
integral (Staff of the Organized Crime and Gang Section U. S. 
Department of Justice, 2016). 

En este sentido, el CPC recomienda que Colombia adopte un 
marco jurídico integral contra el crimen organizado que incor-
pore explícitamente el procesamiento conjunto de organiza-
ciones5, a la vez que refuerce y agilice la extinción de dominio 
para afectar capacidades financieras y logísticas de estos gru-
pos ilegales, garantizando debido proceso y estándares ALA/
CFT. También es clave tipificar con claridad la participación 
indirecta o de soporte (financiera, logística, contractual, tec-
nológica) y fortalecer la vigilancia de personas jurídicas, en 
línea con los estándares OCDE sobre soborno transnacional, 
responsabilidad corporativa y decomiso de ganancias.
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